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LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y SUS 
EFECTOS SOBRE LA JURISDICCIÓN COMÚN. 
GASTÓN GÓMEZ BERNALES (EDICIONES UDP)

Emilio Pfeffer Urquiaga1

La reforma constitucional de 2005 introdujo significativos cambios a la juris-
dicción constitucional en nuestro país. 

En lo orgánico, aumentó el numero de integrantes del Tribunal Constitu-
cional (de 7 a 10), estableció nuevos requisitos para ser designado ministro; 
modificó la forma de su generación; estableció la duración del mandato de 
sus miembros en 9 años con renovación parcial, sin reelección; e impuso un 
estricto estatuto de inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones para los 
ministros. A su turno, la Ley 20.390, que modificó la ley orgánica constitucio-
nal del Tribunal, creó dos cargos de ministros suplentes, que se nombran en 
la forma que dicho cuerpo legal regula. 

Junto a lo anterior –inspirado en el propósito de fortalecer la defensa 
del principio de supremacía constitucional–, el Constituyente de 2005 le 
asignó a la referida magistratura nuevas competencias: ejercer el control 
preventivo y obligatorio de constitucionalidad de las normas de un tratado 
que versen sobre materias propias de ley orgánica constitucional; resolver 
las cuestiones de constitucionalidad de los autos acordados dictados por 
la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de 
Elecciones; declarar la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación 
resulte contraria a la Constitución y resolver la inconstitucionalidad de un 
precepto legal previamente declarado inaplicable por el Tribunal Constitu-
cional; entre otras.

Con abonados fundamentos se ha sostenido que la referida enmienda –ta-
rea que luego completó el legislador orgánico– configuró una nueva magis-

1	 Profesor de Derecho Constitucional, abogado integrante de la Excma. Corte Suprema.
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tratura constitucional, con mayor legitimidad democrática, que está llamada a 
resolver una amplia gama de conflictos de constitucionalidad.

La necesidad, pues, de contar con estudios sistemáticos y de rigor cientí-
fico que expliquen los efectos de las sentencias del supremo guardián de la 
supremacía constitucional en la jurisdicción común, a raíz de los procesos de 
inaplicabilidad e inconstitucionalidad en nuestro país, justifican plenamente 
la obra Las sentencias del Tribunal Constitucional y sus efectos sobre la jurisdicción 
común de que es autor el Profesor de derecho constitucional Gastón Gómez 
Bernales.

Como es sabido, los efectos de una sentencia que declara inaplicable un 
precepto legal son relativos y se proyectan solo a la gestión judicial pendiente 
respecto de la cual se solicitó tal declaración y fue dictado el fallo, mientras 
que, en el caso de la sentencia de inconstitucionalidad, sus efectos son gene-
rales, erga omnes, con el efecto propio de la derogación de ley, el que se origina 
a contar de su publicación en el Diario Oficial que, por mandato constitucio-
nal, no tiene efecto retroactivo.

Con la visión propia del académico, el autor se aboca al examen de un tema 
central para la jurisdicción constitucional en nuestro país: la eficacia práctica 
del control jurisdiccional de la constitucionalidad de la ley. Y lo hace de un 
modo simple, ordenado, para que el lector quede debidamente informado de 
las principales cuestiones o déficits que suscitan la acción de inaplicabilidad 
y la acción de inconstitucionalidad dirigida en contra de un precepto legal 
previamente declarado inaplicable.

Luego de describir “El nuevo modelo de jurisdicción constitucional” ins-
tituido por la reforma de 2005 y de resaltar sus diferencias con el que le pre-
cedió, el autor formula algunas reflexiones para “justificarlo”, argumentando 
que una constitución que no puede hacerse efectiva –aunque no utiliza esta 
expresión– queda herida de muerte, entregada a la decisión de mayorías oca-
sionales, por lo que el control jurisdiccional de la constitucionalidad de la ley 
a través del proceso aparece como el medio más racional e idóneo de solución 
de los conflictos constitucionales en una sociedad democrática. El autor deja 
entrever su preferencia por el control concreto por sobre el abstracto, ya que 
“para determinar si las leyes infringen la Constitución, muy especialmente 
los derechos fundamentales, resulta primordial tener en cuenta la variedad de 
situaciones sociales a las que los preceptos legales se aplican”.

En el apartado que sigue, el autor discurre sobre la “Naturaleza del control 
constitucional de inaplicabilidad”, con referencia a sus orígenes, característi-
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cas y rol cumplido por la Corte Suprema en el ejercicio de la atribución que le 
fue conferida –respecto del que desliza una evaluación negativa por haber re-
nunciado a declarar la inaplicabilidad de preceptos legales por vicios de forma 
y porque en la mayoría de los casos aplicó una lógica propia de un tribunal de 
casación, sin comprender cabalmente la esencia que envuelve un conflicto de 
constitucionalidad–, justificando así plenamente el traspaso de esa competen-
cia al Tribunal Constitucional, para garantizar que dicho conflicto se resolverá 
con unidad de criterio y hermenéutica constitucional. También dedica algu-
nas notas a los grandes problemas que suscitó la inaplicabilidad en el periodo 
anterior a 2005: derogación tácita de las leyes preconstitucionales, naturaleza 
abstracta o concreta del control en sede de inaplicabilidad cuando era ejercido 
por la Corte Suprema, si procedía respecto de preceptos legales afectados por 
vicios de forma y sobre normas ordenatoria litis, o si una declaración tal podía 
incidir en gestiones seguidas ante tribunales especiales.

Si en los capítulos iniciales el autor examina desde una perspectiva norma-
tiva la acción de inaplicabilidad y la acción de inconstitucionalidad con fines 
meramente descriptivos y referenciales, para que se entienda el real sentido 
y alcance de la nueva institucionalidad, luego se aboca al estudio de lo que es 
el objeto central de la obra: indagar sobre la eficacia o grado de cumplimiento 
por los jueces del fondo de las sentencias que en el ejercicio de tales acciones 
dicta la magistratura constitucional.

En un primer apartado, que denomina “Efectos normativos de un fallo 
estimatorio de inaplicabilidad”, resalta que dicha acción persigue una única 
declaración –que no se aplique un precepto legal en una gestión pendiente–, 
lo que conlleva siempre el ejercicio de un control concreto, al exigírsele a la 
magistratura constitucional resolver si una probable aplicación del precepto 
legal produce en ella resultados contrarios a la Carta Fundamental, declara-
ción que genera solo efectos inter partes y que puede pronunciarse tanto por 
vicios de forma como de fondo respecto de preceptos legales, cualquiera sea 
su naturaleza, cuando lo soliciten las partes de la gestión o el juez de ella. Lo 
anterior se examina con referencia a numerosas y actuales sentencias.

Enseguida, también en el capítulo referido a los efectos de las sentencias, 
el autor se detiene en el estudio de la cosa juzgada que generan los fallos que 
se dictan en sede de inaplicabilidad, instituto que –observa– no se recepciona 
con esa denominación “en toda la Constitución”, aunque destaca que la ley 
orgánica respectiva prevé algunas regulaciones cuando señala que, resuelta la 
cuestión de inaplicabilidad, “no podrá ser intentada nuevamente, por el mis-
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mo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere 
promovido”. Este efecto es independiente de las partes y de los jueces que 
intervengan en ella y se extiende tanto a las sentencias estimatorias como a 
las que rechazan. De allí que no tenga sentido, afirma, hacer distingos entre 
cosa juzgada formal o material. Aclara que sí es posible impugnar el mismo 
precepto legal aunque por otro vicio distinto del resuelto en la sentencia.

En qué grado o medida los jueces del fondo cumplen con lo resuelto en 
sede inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional es la principal interrogan-
te que formula el autor. Para ello examina los principales casos en que se ha 
promovido una cuestión de inaplicabilidad, que ordena en cuatro columnas. 
En la primera identifica la naturaleza de la gestión pendiente y el objeto de lo 
que en ella se controvierte. Enseguida, el tribunal que conoce de la misma y el 
rol de la causa. La tercera contiene información acerca de si el requerimiento 
se acoge o rechaza y en relación a qué precepto legal. La última sintetiza el 
efecto originado por la sentencia dictada por el Tribunal Constitucional en 
punto a determinar si el juez de la gestión pendiente resolvió conforme a lo 
que en ella se razonó y decide, en suma, si la tuvo o no en consideración.

El análisis de esta información deja la impresión que los jueces del fondo, 
en la mayoría de los casos analizados, no cumplirían estrictamente –por di-
versas causas– con lo resuelto por la magistratura constitucional.

En un intento por explicar las causas de tal fenómeno, el autor refiere que 
“la jurisdicción constitucional se encuentra concentrada desde la perspectiva 
de quien efectúa el pronunciamiento (solo el Tribunal Constitucional), pero 
es ‘difusa’ en su cumplimiento por los tribunales ordinarios o especiales que 
conocen o pueden llegar a conocer del asunto”. Y enseguida observa que “una 
eventual pugna entre ambas caras de la jurisdicción constitucional resultaría 
peligrosa para el modelo”. En otro pasaje señala que “la Constitución chilena 
situó orgánicamente a la magistratura constitucional en ‘paralelo’ a la juris-
dicción común, y aunque la dotó de una función concentrada y exclusiva en 
el control constitucional de la ley y en la revisión del precepto que resuelve el 
conflicto, no previó en profundidad” los efectos “de sus sentencias frente al 
poder judicial”. En suma, quedarían ellos entregados a la interpretación que 
los jueces de fondo hacen de las sentencias del tribunal, lo que a juicio del 
autor “resulta especialmente frágil y criticable”.

Sin bien tales apreciaciones nos parecen atendibles desde un punto de 
vista teórico, y coincidimos con el autor en que hay casos –que correctamente 
individualiza– en que no se divisa la causa o motivo en razón de la cual se 
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prescindió del efecto que debió producir en la gestión pendiente la sentencia 
estimatoria del Tribunal Constitucional, no compartimos que se trate de un 
fenómeno extendido y generalizado.

Tal es así porque la única declaración que persigue y a que autoriza la ac-
ción en análisis es que no se aplique el precepto legal en la gestión pendiente, 
efecto meramente negativo o inhibitorio, como se ha llamado, por lo que en 
el ejercicio de ese control concreto –y no abstracto– la magistratura constitu-
cional solo está llamada a resolver si una aplicación materializada, pero no 
definitiva, o una probable aplicación de la norma cuestionada produce resul-
tados contrarios a la Constitución en un sentido específico de aplicación. Los 
jueces del fondo, entonces, quedan inhibidos para fallar la gestión pendiente 
conforme al precepto legal tachado, pero únicamente en el sentido o interpre-
tación que fue excluida.

Siendo entonces múltiples los alcances del precepto legal conforme al cual 
se puede resolver la causa pendiente, no debiera extrañar que la misma se de-
cida dando aplicación al precepto legal declarado inaplicable siempre que tal 
aplicación no coincida o no se corresponda con aquella que el tribunal estimó 
producirá resultados contrarios a la Constitución.

Por otra parte, los motivos en base a los cuales puede en definitiva deci-
dirse la gestión pendiente pudieran no tener conexión alguna –ni directa ni 
retoma– con la sentencia estimatoria dictada por la magistratura constitucio-
nal. Así, por ejemplo, si la acción de que conoce el juez de la instancia fue de-
ducida en forma extemporánea, presentaba problemas de legitimación (activa 
o pasiva), faltaba alguno de los requisitos de procesabilidad para que fuera 
acogida, no se invocó en la oportunidad procesal correspondiente el precepto 
legal que luego se declara inaplicable y, por ende, constituye una alegación 
nueva para el juez de la gestión pendiente, o el Tribunal Constitucional dictó 
su fallo estimatorio en base a una valoración de los hechos de la causa distinta 
de aquella que –conforme al sistema de prueba legal o tasada– efectúa luego 
el juez del fondo en su fallo, no se acreditaron los presupuestos fácticos de la 
acción, o el precepto legal declarado inaplicable no se denunció en el recurso 
de casación en el fondo como infringido o se estimó que aquél no reviste el ca-
rácter de norma decisoria litis, entre otras, se dan razones más que suficientes 
para justificar que en estos casos no pueda estimarse defraudada la sentencia 
estimatoria de inaplicabilidad dictada por el Tribunal Constitucional.

Por lo anterior, resulta meritorio el análisis que hace al autor para es-
tablecer los motivos específicos que, en los casos analizados, llevaron al 
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juez de la instancia a fallar la gestión pendiente en un sentido que en 
apariencia podría estimarse contrario a lo decidido por la magistratura 
constitucional.

Con todo, sería deseable que el diálogo entre estas jurisdicciones –cons-
titucional y ordinaria–, como se le ha llamado a este fenómeno, transite en 
un marco de mayor precisión, que es lo que, con abonados fundamentos, 
reclama el autor.

En cuanto a la acción de inconstitucionalidad, luego de explicar los re-
quisitos o presupuestos que se deben cumplir para que el tribunal declare la 
inconstitucionalidad de preceptos legales y de referirse a las características 
que exhibe este control –abstracto y represivo–, el profesor Gómez Bernales 
realiza un acabado estudio del efecto vinculante de la sentencia de inconsti-
tucionalidad. Observa que una declaración de tan significativos efectos debe 
formularse con moderación, habida cuenta que se deroga el precepto legal 
expulsándoselo del ordenamiento jurídico. Y al efecto connota que, aplicando 
los criterios de hermenéutica de presunción de constitucionalidad del orden 
normativo inferior y de la interpretación de este conforme a la Constitución, 
la magistratura constitucional ha podido moderar el efecto que trae consigo la 
sentencia estimatoria de inconstitucionalidad.

Lo anterior queda demostrado al observar que dicha acción, enteramente 
nueva en nuestro sistema de control de constitucionalidad de la ley, ha sido 
ejercida a la fecha solo en contadas oportunidades, al declarar la inconsti-
tucionalidad y, por ende, expulsar del ordenamiento jurídico los artículos 
116 del Código Tributario (delegación de facultades jurisdiccionales en jue-
ces tributarios), 171 del Código Sanitario (solve et repete), 595 del Código 
Orgánico de Tribunales (abogado de turno) y 38 ter de la Ley 18.933 (tabla 
de factores para adecuar los precios de los planes de salud de las Isapres), 
luego de verificar la magistratura constitucional que en todas las hipótesis 
posibles de aplicación de dichas normas legales resultaban totalmente in-
conciliables con la preceptiva contenida en la Carta Fundamental. Ella ha 
sido desestimada en los casos de los artículos 416 del Código Procesal Penal 
(fuero parlamentario en delitos de acción penal privada), 474 del Código del 
Trabajo antes de su modificación (solve et repete) y 2331 del Código Civil, 
justamente porque consideró que pueden existir situaciones en que la apli-
cación de tales normas en una gestión pendiente no produzcan resultados 
contrarios a la Constitución o en razón que de declararse inconstitucionales 
se generarán efectos más dañosos que su supervivencia en él.
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En suma, se trata de una obra escrita con rigor académico, sin excesos, 
con abonadas citas doctrinarias y jurisprudenciales, que, luego de examinar 
las principales cuestiones que suscitan la acción de inaplicabilidad y la acción 
de inconstitucionalidad, formula un diagnóstico que puede o no compartirse 
en su intensidad, que invita a reflexionar sobre cómo perfeccionar el diálogo 
entre el Tribunal Constitucional y los tribunales ordinarios o especiales, en 
punto a valorizar los efectos de las sentencias que dicta la magistratura cons-
titucional al resolver las referidas acciones, cuestión central para la eficiencia 
de un sistema de control de constitucionalidad de la ley.


